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Resumen: Brasil es signatario de diversos tra-
tados internacionales contra la violencia de 
género y cuenta con una ley específica sobre 
esta cuestión: la Ley «Maria da Penha» (LMP), 
que recientemente ha cumplido una década 
desde su aprobación en 2006. Esta ley es el 
primer mecanismo sistémico contra la violen-
cia de género en el país. El presente artícu-
lo realiza un análisis de la vigencia de esta 
legislación durante estos diez años, estudia 
los dispositivos creados para impedir la vio-
lencia doméstica contra la mujer y analiza su 
efectividad. Por último, se presentan algunos 
desafíos actuales de la política de combate a 
la violencia de género en Brasil.  
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Abstract: Brazil is a signatory to various 
international treaties against gender vio-
lence and has a specific law on the issue: 
the “Maria da Penha” Law (LMP), the tenth 
anniversary of the approval of which was 
in 2016. This law is the first systematic 
mechanism against gender violence in the 
country. This paper analyses the validity of 
this legislation over these ten years, stud-
ies the mechanisms created to halt domes-
tic violence against women and assesses 
their effectiveness. Finally, some current 
challenges for the policy combating gen-
der violence in Brazil are presented.
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La violencia de género constituye una violación de los derechos humanos y un 
problema de salud pública mundial (Castillo Vargas, 2007: 18); ello puede ser evi-
denciado por la forma en que hombres y mujeres son afectados por dicha violencia. 
En Brasil, datos del «Mapa da Violencia 2015» (Waiselfisz, 2015) indican que, 
mientras que los hombres suelen ser víctimas de violencia en espacios públicos, las 
mujeres son asesinadas y sufren violencia en el ámbito privado –es decir, la violencia 
ocurre en el interior de sus casas– y estas agresiones son, en gran parte, cometidas 
por hombres que poseen una relación íntima con ellas, como maridos o exparejas. 
A nivel de Estado y también en el marco del sistema internacional, la Constitución 
brasileña de 1988 puede ser considerada una de las más avanzadas del mundo 
en este ámbito, lo cual se debe a la actuación de los movimientos feministas 
brasileños en la Asamblea Constituyente y a su competente articulación (Silva, 
2008: 8). Dichos movimientos feministas fueron importantes también para la 
articulación, la realización de presión y finalmente la elaboración, en 1994, en el 
ámbito de la Organización de los Estados Americanos (OEA), de la Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 
(también conocida como Convención de Belém do Pará)1. 
La Convención de Belém do Pará define, en su artículo 2, la violencia contra 
la mujer del siguiente modo: «Se entenderá que violencia contra la mujer incluye 
la violencia física, sexual y psicológica: a) que tenga lugar dentro de la familia o 
unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal, ya sea que el agresor 
comparta o haya compartido el mismo domicilio que la mujer, y que comprende, 
entre otros, violación, maltrato y abuso sexual; b) que tenga lugar en la comunidad y 
sea perpetrada por cualquier persona y que comprende, entre otros, violación, abuso 
sexual, tortura, trata de personas, prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el 
lugar de trabajo, así como en instituciones educativas, establecimientos de salud o 
cualquier otro lugar, y c) que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, 
dondequiera que ocurra». Esta convención fue pionera y se sitúa en la vanguardia 
simbólica, legislativa y jurídica internacional en materia de violencia de género a 
nivel supracontinental, en tanto en cuanto «fue el primer tratado vinculante en 
el mundo en reconocer que la violencia contra la mujer constituye una violación 
sancionable de derechos humanos» (Poole, 2013). 
En este contexto, el presente artículo analiza cómo se ha afrontado y afronta 
la violencia de género –especialmente la violencia doméstica y familiar– en 
Brasil, a partir de la Constitución de 1988 y, más específicamente, de la apro-
1. Esta Convención fue ratificada por Brasil el 27 de noviembre de 1995. La Convención está accesible 
en línea: http://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/a-61.html 
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bación de la Ley «Maria da Penha» (LMP) en 2006, hasta el año 2016. A fin 
de comprender las dimensiones de esta ley y del cambio de paradigma que 
propone para hacer frente a este tipo de violencia en Brasil, se han utilizado 
documentos oficiales y otros documentos de referencia, investigaciones sobre 
el tema y noticias de prensa.
El caso Maria da Penha: la condena de Brasil 
en la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH) de la OEA 
En el año 1983, la biofarmacéutica Maria da Penha Maia Fernandes sufrió 
una doble tentativa de homicidio perpetrado por su marido Marco Antônio 
Heredia Viveiros, profesor universitario de Economía. El primer intento, que 
la dejó parapléjica, fue con un arma de fuego mientras ella dormía; el segundo, 
por electrocución y ahogamiento. Este caso activó a la Justicia y el agresor fue 
condenado por los tribunales del estado de Ceará (1991 y 1996); sin embar-
go, 15 años después de esta condena, el agresor aún permanecía en libertad, 
gracias a la interposición de sucesivos recursos. La impunidad y la ineficacia 
del sistema judicial brasileño llevaron el caso a la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos (CIDH) de la OEA el 20 de agosto de 1998 (caso 12.051/
OEA). Ello fue posible gracias a un mecanismo de petición, que fue elaborado 
de manera conjunta por las ONG brasileñas Centro por la Justicia y el Derecho 
Internacional (CEJIL-Brasil) y el Comité de América Latina y el Caribe para 
la Defensa de los Derechos de las Mujeres (CLADEM-Brasil). En el año 2001, 
casi 18 años después de los crímenes descritos, la CIDH condenó al Gobierno 
brasileño por negligencia y omisión en relación con la violencia doméstica. La 
OEA recomendó a Brasil que adoptase medidas en favor de la creación de polí-
ticas públicas que inhibiesen las agresiones en contra de las mujeres en el ámbito 
doméstico. En 2002, el proceso terminó y, en 2003, el agresor fue llevado a 
prisión por la presión internacional derivada de la condena de la CIDH y los 
esfuerzos de la víctima Maria da Penha. Este caso fue emblemático en Brasil, y 
en el ámbito de la OEA, por ser el primer caso de violencia doméstica aceptado 
por la CIDH. La condena por negligencia y omisión de Brasil llevó a recomen-
dar a este país la continuidad y perfeccionamiento del proceso de reforma del 
sistema legislativo nacional, con la finalidad de disminuir la tolerancia estatal a 
la violencia doméstica contra la mujer.
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Concretamente, la OEA aconsejó a Brasil desarrollar e implementar las 
siguientes medidas para combatir la violencia contra las mujeres e impedir las 
agresiones domésticas: a) capacitar y sensibilizar a la policía y servidores de la 
Justicia; b) simplificar los procedimientos judiciales penales para promover 
una mayor celeridad; c) establecer vías alternativas a las judiciales que ofrecie-
ran más rapidez y efectividad en la solución de los conflictos intrafamiliares; 
d) aumentar el número comisarías especializadas en cuestiones relacionadas 
con la mujer, y e) incluir la temática en los planes pedagógicos. Sumado a 
este proceso, también contribuyeron sobremanera para la identificación del 
problema de la violencia contra la mujer como un problema global y local, 
las conferencias y los tratados internacionales. Este escenario internacional 
favoreció la votación de la nueva Ley «Maria da Penha» (LMP), una vez que 
Brasil hubo ratificado todas las normativas internacionales de protección de los 
derechos de las mujeres (Antunes 
Martins et al., 2015: 6)2. Esta ley 
supuso un avance en la protección 
de la mujer víctima de violencia 
doméstica e incluyó una innova-
ción legal con relación a las formas 
de positivar normas que tengan en 
cuenta temas específicos de género. De esta manera, la promulgación de la 
LMP supuso un avance en el ámbito interno y señaló el camino para los países 
de la región, en el sentido de que esta política, basada en la igualdad como 
horizonte y como principio, es fundamental como experiencia concreta para 
contribuir a elaborar nuevas categorías de análisis que permitan responder a 
los desafíos que implica transformar las situaciones de injusticia de género. En 
este sentido, Brasil ha hecho un progreso en la «politización de lo privado», 
al convertir en objeto de política pública aquellos problemas que han sido 
considerados tradicionalmente de ámbito privado. La experiencia brasileña 
proporcionó la difusión regional, en el ámbito latinoamericano, de sus polí-
ticas públicas de combate a la violencia de género a través de, entre otros, la 
OEA y la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) 
(Benavente y Valdés, 2014). 
2. Los principales documentos internacionales para la promoción de los derechos de las mujeres y la 
igualdad de género ratificados por Brasil pueden consultarse en: http://www.observatoriodegenero.
gov.br/eixo/internacional/documentos-internacionais 
La Ley «Maria da Penha» (2006) ha su-
puesto un marco paradigmático para la 
construcción de una nueva forma de pen-
sar, promocionar, incluir y garantizar la 
igualdad de género.
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La Ley «Maria da Penha»
El 7 de agosto de 2006 fue promulgada la Ley 11.340/2006 Maria da 
Penha, conocida como LMP. Esta norma reconoce la violencia contra la mujer 
como una violación de los derechos humanos (art. 5). El concepto de violencia 
empleado por esta ley muestra la madurez del debate sobre la complejidad de 
las agresiones resultantes en contextos de intimidad, afectividad y familiaridad: 
«Artículo 5. A efectos de esta Ley, se establece la violencia doméstica y familiar 
contra la mujer como cualquier acción u omisión basada en el género que le 
cause la muerte, lesión, sufrimiento físico, sexual o psicológico y daño moral 
o patrimonial (véase la Ley Complementaria Nº 150, 2015): i) en el ámbito de 
la unidad doméstica, entendida como el espacio de convivencia permanente de 
personas, con o sin vínculo familiar, inclusive aquellas esporádicamente agre-
gadas; ii) en el ámbito de la familia, entendida como la comunidad formada 
por individuos que son o se consideran aparentados, unidos por lazos naturales, 
por afinidad o por voluntad expresa; iii) en cualquier relación íntima de afecto, 
en la cual el agresor conviva o haya convivido con la ofendida, independien-
temente de cohabitación. Párrafo único. Las relaciones personales enunciadas 
en este artículo son independientes de la orientación sexual». 
Algunos aspectos innovadores de la LMP incluyen, por ejemplo, la impo-
sibilidad de retirar la denuncia de violencia doméstica en una comisaría3; la 
mujer víctima de violencia solo puede renunciar a la denuncia delante del juez, 
en audiencia judicial. Asimismo, la ley exige la adopción, en hasta 48 horas, 
de algunas medidas de protección: alejamiento del agresor de la casa o prisión 
preventiva; prohibición del contacto con la mujer y sus familiares a través de 
cualquier medio de comunicación; suspensión de la posesión o restricción de la 
tenencia de armas del agresor; prohibición del agresor de estar en determinados 
lugares; prohibición de que el agresor se aproxime a la mujer o sus familiares 
con un límite mínimo de distancia, y restricción o suspensión de visitas a los 
dependientes menores de edad. Además, se contemplan otras novedades como 
la ampliación de los derechos de la mujer en materia de asistencia judicial –la 
ley prevé los servicios de un abogado– o la determinación de que la violencia 
doméstica se puede producir independientemente de la orientación sexual de 
la víctima, pudiendo existir violencia de género entre personas del mismo sexo, 
siempre que haya relación afectiva entre las partes. Adicionalmente a las res-
3. Medida pensada para evitar que las mujeres sean constreñidas, amenazadas o que sean sometidas a 
presiones para tomar esta decisión.
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ponsabilidades y requisitos institucionales, la ley plantea la creación de «Juicios 
de violencia doméstica y familiar contra la mujer» y modifica las reglas para los 
jueces. Asimismo, altera la Ley de Ejecución Penal para permitir que el juez 
determine la participación obligatoria del agresor en programas de recuperación 
y reeducación, y decrete la prisión preventiva del agresor cuando existan ries-
gos para la integridad física o psicológica de la mujer; además, prohíbe penas 
pecuniarias (pago de multas o canastas básicas). La ley también establece un 
capítulo específico dedicado a las responsabilidades de atención de la autoridad 
policial en los casos de violencia doméstica contra la mujer; así, permite que 
la autoridad policial arreste al agresor cuando el delito sea claro y evidente o 
cuando sea sorprendido durante su comisión (delito flagrante), siempre que 
haya indicios de violencia doméstica contra la mujer.
La LMP también prevé la creación de una serie de servicios para reforzar la 
lucha contra la violencia doméstica 
y el establecimiento de una serie de 
medidas de carácter social, preventi-
vo, de protección y represivas: 1) casas 
abrigo; 2) comisarías especializadas; 3) 
núcleos de defensoría pública especia-
lizados; 4) servicios de salud especiali-
zados, y 5) centros especializados de la 
mujer. Igualmente, define directrices 
para el desarrollo de políticas públicas y acciones integradas para la prevención y 
erradicación de la violencia doméstica contra las mujeres, tales como: promoción de 
estudios y estadísticas; evaluación de los resultados; capacitación permanente de los 
integrantes y los órganos involucrados en este ámbito; inclusión de contenidos de 
equidad de género en los programas escolares, y notificación obligatoria –a través 
de una ficha– de casos de violencia doméstica atendidos en los servicios de salud4.
Uno de los principales desafíos de las políticas públicas para luchar contra la 
violencia de género es el monitoreo de las acciones desarrolladas en los estados y 
4. La identificación y notificación de la violencia constituyen una forma de protección a las víctimas, 
ya que favorece que estas se sientan mejor recibidas y preparadas para exponer su sufrimiento. 
Ligado a esto, el conocimiento de las herramientas necesarias para tratar con las víctimas de la 
violencia contra las mujeres proporciona profesionalidad y habilidad en el manejo de los casos, lo 
que permite mejoras en la red de servicios y en la salud pública en su conjunto. El modelo o ficha 
que se emplea para la notificación de la violencia está disponible en: http://bvsms.saude.gov.br/bvs/
folder/ficha_notificacao_violencia_domestica.pdf 
Uno de los principales desafíos de las 
políticas públicas para luchar contra la 
violencia de género en Brasil es el moni-
toreo de las acciones desarrolladas en los 
estados y municipios brasileños. Es fun-
damental ampliar la dotación de recursos 
financieros y humanos.
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municipios brasileños5. El seguimiento de las políticas y de su efectividad requiere 
un proceso eficaz de comunicación continua entre los tres entes federativos6. Para 
que la LMP pueda contribuir a la eliminación de la violencia doméstica, es fun-
damental que las innovaciones se hagan efectivas a todos los niveles de gobierno y 
se genere transversalidad, multidimensionalidad y capilaridad. En este sentido, en 
2003 se creó, como ente ejecutivo, la Secretaría de Políticas para Mujeres (SPM), 
con estatus de Ministerio (de ámbito federal)7 y con el objetivo de promocionar 
la igualdad entre hombres y mujeres y eliminar todas las formas de preconceptos 
y discriminación heredados de una sociedad patriarcal y excluyente. Su actuación 
tiene tres líneas de acción: a) políticas de trabajo y de autonomía económica de las 
mujeres; b) combate a la violencia contra las mujeres; c) programas y acciones en 
las áreas de salud, educación, cultura, participación política, igualdad de género y 
diversidad. Específicamente, en lo que se refiere a la violencia contra las mujeres, la 
institucionalidad de la SPM fue fundamental para el proceso de fortalecimiento de 
acciones y estrategias de gestión y monitoreo de las políticas públicas. De acuerdo 
con el iii Plan Nacional de Políticas para las Mujeres (2013-2015)8, la reducción de 
los índices de todas las formas de violencia contra las mujeres era uno de los princi-
pales objetivos de la SPM (2012: 9). La actuación de la SPM respecto a las políticas 
para afrontar la violencia contra las mujeres ha pasado por varias instancias y etapas, 
desde una política nacional para afrontar la violencia contra las mujeres en 2005, a 
un Pacto Nacional en 2007 que contaba con cinco ejes: 
1) Garantizar la aplicabilidad de la LMP;
2) Ampliar y fortalecer la red de servicios para las mujeres en situación de vio-
lencia;
5. Es importante subrayar que Brasil es una República federativa constituida por tres entes políticos: 
el Gobierno Federal, los estados (provincias) y los municipios (gobiernos locales).
6. En este sentido, la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra 
la mujer (CEDAW), por medio de la recomendación general n. 19, solicita que los países recopilen 
datos estadísticos e investiguen ampliamente las causas y los efectos de la violencia, así como la 
eficacia de las medidas para prevenir y responder a la violencia. 
7. Por medio de la medida provisoria n.º 103 de 2003, el presidente Luis Inácio Lula da Silva transfor-
mó la antigua Secretaria de Estado dos Direitos da Mulher, vinculada al Ministerio de Justicia, en la 
Secretaria Especial de Políticas para as Mulheres, vinculada a la Presidencia de la República de Brasil. 
Véase más información en: http://www2.camara.leg.br/legin/fed/medpro/2003/medidaprovisoria-
-103-1-janeiro-2003-492624-publicacaooriginal-1-pe.html 
8. En Brasil se generaron diversos planes nacionales de políticas para las mujeres por medio de pro-
cesos democráticos y participativos, como las conferencias nacionales de políticas para mujeres (de 
2004, 2007 y 2011), que dieron como resultado tres planes nacionales de políticas para mujeres 
(respectivamente, 2005-2007, 2009-2011 y 2013-2015).
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3) Garantizar la seguridad ciudadana y el acceso a la Justicia;
4) Garantizar los derechos sexuales y reproductivos y combatir la explotación 
sexual y la trata de mujeres;
5) Garantizar la autonomía de las mujeres en situación de violencia y ampliar 
sus derechos.
En 2012 se lanzó la campaña «Compromiso y actitud por la LMP: la ley es 
más fuerte», que fue el resultado de la cooperación entre el Poder Judicial, el 
Ministerio Público, la Defensoría Pública del Gobierno Federal –por medio de 
la SPM– y el Ministerio de Justicia. Su objetivo era fortalecer los esfuerzos en los 
ámbitos municipal, estatal y federal para acelerar los juicios en casos de violencia 
contra las mujeres y garantizar la correcta aplicación de la LMP. Asimismo, en 
2013, por el Decreto n.º 8.086, de 30 de agosto, Brasil adoptó el «Programa 
mujer: vivir sin violencia»9 que profundiza la lucha y amplía la actuación a través 
de las siguientes medidas e instrumentos:
1) Casa de la Mujer brasileña;
2) Ampliación del servicio «Ligue 180»10;
3) Organización y humanización de la atención a la violencia sexual;
4) Centros en las regiones con frontera terrestre con otros países suramericanos11;
5) Campañas de sensibilización;
6) Unidades móviles para la mujer del campo y del bosque.
Pero el clímax en el desarrollo de la atención jurídica a la violencia de género se 
alcanzó con la tipificación del feminicidio a partir de la Ley 13.104/2015 como 
calificadora del asesinato de mujeres, es decir, que la nueva ley puntualiza con 
mayor precisión el asesinato de las mujeres, estableciendo una tipología específica 
y precisa del delito.
9. Para más información sobre este programa, véase: http://www.spm.gov.br/central-de-conteudos/
publicacoes/publicacoes/2015/diretrizes-gerais-e-protocolo-de-atendimento-cmb.pdf 
10. El «Ligue 180» es un servicio del Gobierno Federal que orienta y auxilia a mujeres víctimas de 
violencia por medio del número de teléfono de utilidad pública 180 (SPM, 2012: 15).
11. La frontera terrestre de Brasil representa cerca del 68% de toda la extensión de los límites terri-
toriales brasileños y pone en contacto a Brasil con 10 naciones suramericanas: al norte, Surinam, 
Guyana, Venezuela y la Guayana Francesa (Francia); al noroeste, Colombia; al oeste, Perú y Bolivia; 
al suroeste, Paraguay y Argentina, y al sur, Uruguay.
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¿De qué realidad de violencia se está 
hablando?
Analizar datos de violencia es siempre una tarea compleja y que exige la 
búsqueda de fuentes que garanticen cierta confiabilidad. Los datos de violencia 
pueden ser indicativos de relaciones desiguales y de vulnerabilidades sociales. 
Desde su creación en 2005, la Central de Atendimento à Mulher –a través del 
servicio «Ligue 180» antes mencionado– ha registrado ya 4.823.140 atenciones. 
Si se analizan los datos de este servicio referentes a 2015, se pueden verificar 
749.024 consultas atendidas. De entre estas, el 41,09% correspondió a la pres-
tación de informaciones; el 9,56% a derivaciones a servicios especializados de 
atención a la mujer, y el 38,54% a derivaciones a otros servicios de teleatención 
(esto es, de atención telefónica), tales como el 190 de la Policía Militar o el 
197 de la Policía Civil. Finalmente, del total de consultas atendidas en 2015, el 
10,23% (76.651) correspondió a relatos de violencia, de los cuales el 58,86% 
fueron cometidos contra mujeres negras. Estos datos demuestran la importancia 
de la inclusión de indicadores de etnia, color de piel y género en los registros 
administrativos referentes a la violencia contra las mujeres. De los relatos de 
violencia atendidos en la central en 2015, el 50,16% fueron casos de violen-
cia física; el 30,33% de violencia psicológica; el 7,25% de violencia moral; el 
2,10% de violencia patrimonial; el 4,54% de violencia sexual; el 5,17% de 
«cárcel privada»12, y el 0,46% correspondía a casos de tráfico de personas (SPM, 
2016). Por otro lado, en el 72% de los casos de violencia relatados a través 
del servicio «Ligue 180», la violencia fue ejercida por hombres con quienes las 
víctimas mantienen o mantenían una relación afectiva. De hecho, la mayoría 
de los casos registrados en 2015 fueron casos de violencia doméstica y familiar 
y, en el 49,54% de esos casos, el tiempo de relación entre víctima y agresor/a 
había superado los 5 años (SPM, 2016). 
Del mismo modo, de acuerdo con el «Mapa da Violencia» de Brasil 
(Waiselfisz, 2015), de los 4.762 asesinatos de mujeres registrados en 2013, 
el 50,3% fueron cometidos por miembros de la familia y, en el 33,2% de 
estos casos, el crimen fue cometido por una pareja o expareja. Estas casi 5.000 
muertes representaron 13 homicidios de mujeres diarios en 2013. En lo que se 
refiere a las víctimas de dicha violencia, la mayoría eran mujeres de color de piel 
12. Este término hace referencia a la situación en la que a una mujer se le impide salir de su casa y queda 
presa dentro de su casa, por imposición de su compañero.
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negra o mulatas (58,86%), seguidas por mujeres blancas (40,15%), orientales 
(0,53%) e indígenas (0,46%). En este sentido, es fundamental tener en cuenta 
datos relativos a las desigualdades de género y origen étnico y combinarlos con 
datos obtenidos por la Investigación Nacional por Muestreo de Domicilios 
(Pesquisa Nacional de Amostra em Domicilios [PNAD]), desarrollada por el 
Instituto Brasileiro de Geografia e Estatística (IBGE) (Antunes Martins et al., 
2015). Esta información permite conocer algunos datos sobre la conforma-
ción de los domicilios brasileños y el papel de la mujer, así como comprender 
aspectos relacionados con la violencia de género. Los indicadores utilizados 
tienen que ver con la renta, la educación, el trabajo y la configuración de las 
responsabilidades por género en las casas. 
Tabla 1. Renta media por género y color de piel (2011)
Renta (en reales)*
Hombre blanco 1.491
Mujer blanca 957
Hombre negro 833,5
Mujer negra 544,4
* Cabe destacar que la renta mínima mensual en Brasil para el año 2017 se sitúa en 937,00 reales, 
conforme a la Ley n.º 13.152/2015. Ello equivale, aproximadamente, a 278 euros (considerando la 
tasa de cambio 1 euro = 3,38 reales).
Fuente: IPEA (2011).
Los datos indican una diferencia entre la renta de la población blanca y la de la 
población negra en Brasil, lo que señala que la categoría étnica es importante para 
analizar la sociedad brasileña. Si tenemos además en cuenta la cuestión de género, 
observamos que las mujeres negras son las más perjudicadas en lo que se refiere a 
renta. La ocupación más importante de las mujeres negras sigue siendo el empleo 
doméstico, mientras que el empleo público ha crecido de manera considerable 
en otros sectores de la población en los últimos 20 años (Antunes Martins et 
al., 2015: 3). Cuando se observan los datos de desempleo, surge la necesidad de 
analizar también las tasas de educación. Pese a que Brasil ha venido disminuyendo 
su tasa de analfabetismo, aún no ha conseguido extinguirlo. Según datos de la 
PNAD, realizada por el IBGE, en 2015, 12,8 millones de brasileños por encima 
de los 15 años –es decir, el 8% de la población en esa franja etaria– no estaban 
alfabetizados. Si consideramos diferenciales étnicos, observamos que, en 2015, 
solamente el 4,9% de las mujeres blancas con 15 años o más eran analfabetas, 
mientras que, por el lado de las mujeres negras, el porcentaje alcanzaba el 10,2%. 
La distancia entre hombres blancos y negros es similar (ibídem: 2).
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Respecto a la recurrencia y la prolongación de la violencia en el tiempo, en el 
74% de los casos relatados en el servicio «Ligue 180», en 2015, la violencia ocurre 
diaria o semanalmente. Por otro lado, en el 34,27% de los casos las mujeres están 
en situación de violencia desde hace menos de un año, en el 30,88% entre uno 
y cinco años, y en el 29,40% desde hace más de cinco años. La mayoría de estas 
víctimas tiene hijos y estos a menudo son testigos y también sufren la violencia. De 
las 3.478 situaciones de violencia sexual registradas por el «Ligue 180» en 2015, el 
78,52% fueron relatos de violación (2.731); el 15,24% de explotación sexual (530) 
y el 6,24% de asedio sexual en el trabajo (217). El riesgo de que esta violencia rela-
tada acabe con la muerte de las víctimas fue percibido en el 29,52% de los casos; 
a continuación vienen la percepción de riesgo de daño físico (28,45%) y de daños 
psicológicos (19,54%). Otros datos importantes aparecen en el «Mapa da Violencia 
2015» (Waiselfisz, 2015), donde se verifica un aumento de un 54% de los casos de 
homicidio de mujeres negras en 10 años, pasando de 1.864 en 2003 a 2.875 en 
2013. Cabe destacar que, en el mismo período, el número de homicidios de mujeres 
blancas había disminuido un 9,8%, de 1.747 en 2003 a 1.576 en 2013.
Respuestas institucionales de Brasil frente a la 
violencia doméstica
La LMP es el primer mecanismo sistémico contra la violencia de género en 
Brasil. La ley instituye una política pública por medio de mecanismos instituciona-
les que, juntos, crean medidas y servicios que intentan impedir la violencia domés-
tica contra la mujer. El Consejo Nacional de Justicia (CNJ) actúa como órgano 
central de la administración del sistema judicial brasileño y desempeña un papel 
fundamental para el funcionamiento y efectividad de la LMP. Además, este órgano 
editó dos actos normativos sobre la LMP. Por un lado, la Recomendación CNJ n.º 
09/2007, que estableció las siguientes medidas: i) la creación y la estructuración de 
los Juzgados de Violencia Doméstica y Familiar contra la Mujer en las capitales y en 
el interior de los estados; ii) la divulgación del nuevo instrumento legal; iii) medidas 
administrativas para realizar cambios de competencia y la garantía del derecho de 
preferencia en juzgados mixtos; iv) la constitución de Grupo Interinstitucional 
de Trabajos para implementar las políticas públicas derivadas de la nueva ley; v) 
la inclusión de las estadísticas sobre violencia doméstica y familiar en las bases de 
datos oficiales; vi) la promoción de cursos de capacitación sobre el tema dirigidos, 
en particular, a los magistrados, y vii) la integración entre el Poder Judicial y los 
demás servicios de la red de atención a la mujer. Por otro lado, la Resolución CNJ 
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n.º 128/2011 estableció la creación –dentro de las estructuras administrativas de 
los tribunales de los estados de todo el país– de las Coordinadoras Sociales de la 
Mujer en Situación de Violencia Doméstica y Familiar13, para acometer la función 
de órganos permanentes de asesoría de la presidencia del tribunal. 
Juzgados y procedimientos judiciales
La Portaria (Ordenanza) del CNJ n.º 15 (de 8 de marzo de 2017)14 instituye 
la Política Judicial Nacional de combate a la violencia contra las mujeres desde el 
Poder Judicial. Las informaciones referentes a procedimientos judiciales relativos a 
la aplicación de la LMP no son fáciles de conseguir. No obstante, un importante 
informe realizado por el CNJ sobre la LMP en 2013 permite conocer la demanda 
judicial existente desde la instalación de los juzgados especializados y de los juzgados 
exclusivos hasta el último día de 2011. El estudio también analiza el número total de 
procedimientos judiciales relativos a violencia doméstica hasta el 31 de diciembre de 
2012 (CNJ, 2013). La investigación del CNJ apunta que entre 2006 y 2012 se crea-
ron 66 juzgados exclusivos para el procesamiento y juicio de las acciones derivadas de 
la práctica de violencias contra las mujeres. Al analizar la distribución de los juzgados 
en Brasil, en esa investigación de 2013 se observa una significativa desproporcio-
nalidad en cuanto a la presencia de estructuras judiciales exclusivas en los estados 
y en las regiones. Por ejemplo, el Distrito Federal (con una población aproximada 
de 2.609.997 personas en 2012) posee 10 juzgados, mientras que el estado de Río 
Grande do Sul y el de Paraná, que tienen un contingente poblacional casi cinco 
veces mayor (10.732.770 y 10.512.152, respectivamente, en 2012), solo tienen un 
juzgado. El estudio apunta que, cuando se observa la relación entre el promedio de 
juzgados por estado según la región15, se percibe que la distribución regional de las 
13. Tales coordinadoras tienen por atribución: i) la elaboración de sugerencias para el perfeccionamiento 
de la estructura judicial de combate a la violencia contra la mujer; ii) el apoyo a los agentes del Poder 
Judicial para la mejora de la prestación jurisdiccional; iii) la promoción de la articulación interinstitu-
cional; iv) la formación de magistrados y servidores públicos para actuar en este ámbito; v) la recepción 
de las reclamaciones y sugerencias referentes a los servicios de atención del estado correspondiente; vi) el 
suministro de datos sobre los procedimientos ejecutados de acuerdo con las tablas unificadas del Poder 
Judicial, y vii) la actuación conforme a las directrices establecidas por el CNJ (véase CNJ, 2013).
14. Disponible en línea en: http://www.cnj.jus.br/files/atos_administrativos/portaria-n15-08-03-2017-pre-
sidncia.pdf 
15. Brasil tiene actualmente una división regional establecida en 1970, que divide el país en cinco 
regiones: Centro-Oeste, Nordeste, Norte, Sur y Sudeste. Véase el mapa más adelante, en el que se 
indican los estados incluidos en cada región. 
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estructuras es desigual, hasta el punto de que en algunos lugares estas no han sido 
implementadas. Con relación a los procedimientos judiciales que se tramitaron desde 
la instalación de los juzgados de competencia exclusiva hasta diciembre de 2011 
–incluyendo las investigaciones, las acciones penales y las medidas protectoras–, se 
sumaron 677.087 procedimientos. El estudio indica que las unidades federativas con 
mayor número de procedimientos fueron, por este orden: Rio de Janeiro, Rio Grande 
do Sul, Minas Gerais y Distrito Federal (ibídem). Estos datos indican la relevancia de 
la existencia de juzgados de competencia exclusiva para la violencia contra la mujer. 
Otra decisión muy importante para el combate a la violencia doméstica fue la 
que estableció el carácter incondicio-
nado de la representación de la víctima 
para la instauración y seguimiento de 
la acción penal, lo que significa que 
la víctima deja de ser la titular de la 
acción penal, ampliando el papel del 
Ministerio Público (figura que denun-
cia los crímenes no condicionados a representación) para la defensa de los derechos 
humanos de las mujeres en situación de violencia. Así, la violencia deja de ser un 
problema privado y pasa a ser un problema público, esto es, del Estado brasileño.
Con todo ello, la LMP alteró significativamente la estructura y las prácticas 
del Poder Judicial brasileño. Los juzgados de competencia exclusiva para el pro-
cesamiento de las acciones referentes a los crímenes previstos en la ley y los daños 
civiles derivados de la violencia contra las mujeres garantizan atención especializada 
y la atención primordial a la adecuada respuesta jurisdiccional ante las violaciones 
del derecho a una convivencia digna y respetuosa en el ámbito de las relaciones 
domésticas, familiares y afectivas (CNJ, 2013). El estudio concluye que existe un 
desnivel considerable entre los estados, en lo que se refiere a la cantidad de juzga-
dos exclusivos para el procesamiento de las acciones correspondientes a la LMP: 
unidades federativas como el Distrito Federal y el estado de Tocantins presentan un 
número y distribución adecuados de juzgados exclusivos; Rio Grande do Sul, Minas 
Gerais y Bahía, en cambio, son algunos de los estados que exigen más atención 
del Poder Judicial en lo que se refiere a la expansión de la estructura jurisdiccional 
especializada. Solamente con una estructura judicial adecuada es posible impactar 
y rediseñar, con categorías jurídicas, la mentalidad de las personas, las creencias 
y comportamientos naturalizados, así como avanzar en la resignificación en otra 
lógica de los significados socialmente enraizados (Almeida y Bandeira, 2015). En 
ese sentido, la eficacia de la LMP está centrada en la capacidad de cambiar y crear 
representaciones de las cuales pueden resultar nuevas prácticas jurídicas que inter-
fieren en la posición de los sujetos que trabajan directamente con las leyes, así como 
de influir sobre las personas que pueden ser orientadas por ellas. 
La Ley «Maria da Penha» instituye una 
política pública por medio de mecanis-
mos institucionales que, juntos, crean me-
didas y servicios que intentan impedir la 
violencia doméstica contra la mujer.
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Red de atención y combate a la violencia doméstica y familiar
Para la efectividad de la LMP es fundamental la formación de la red de aten-
ción a las mujeres en situación de violencia con actores y órganos de diversas 
áreas: atención psicosocial, salud, seguridad e instituciones del sistema de Justicia. 
La atención se realiza en el ámbito local, lo que exige que la red esté constituida 
y capacitada en el ámbito estadual (provincial) y municipal (local). La red debe 
contemplar cuatro ejes previstos en la Política Nacional de Enfrentamiento a la 
Violencia contra las Mujeres (2011): combate, prevención, asistencia y garantía 
de derechos. Mapear la red y localizarla en el espacio –puesto que Brasil es un 
país con dimensiones continentales– ayuda a identificar avances y deficiencias, 
así como a desarrollar estrategias para la acción. 
Imagen 1. Mapa político de Brasil dividido por regiones
Ceará
Piauí
Tocantins
Bahia
MaranhãoPará
Rondônia
Mato Grosso
Distrito 
Federal
Goiás
Rio Grande 
do Sul
Mato Grosso 
 do Sul
Santa  Catarina
Rio de Janeiro
Espírito Santo
Rio Grande do Norte
Paraíba
Pernambuco
Alagoas
Sergipe
Paraná
São Paulo
Minas Gerais
Acre
Amazonas
Roraima
Amapá
Centro-Oeste
Nordeste
Norte
Sudeste
Sur
Fuente: Viajero Brasil (http://brazilbrazilian.blogspot.com.br/2010/08/mapa-politico-do-brasil.html).
Centros especializados de la mujer
Los centros especializados de la mujer actúan desarrollando acciones y ofre-
ciendo servicios psicosociales, para auxiliar a las mujeres en la ruptura con la 
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situación de violencia. Estos servicios ofrecen acogida, atención psicológica 
y social, y orientación jurídica a mujeres en situación de violencia (violencia 
doméstica y familiar). Los datos más actuales, de 2015, identifican 214 cen-
tros especializados, localizados en 191 municipios (74 de ellos en la región 
Sudeste, 63 en el Nordeste, 31 en la región Sur, 28 en la Norte y 18 en la 
región Centro-Oeste) (Antunes Martins et al., 2015: 15).
Casas abrigo
Las casas abrigo tienen la función de ofrecer asilo y atención integral a las 
mujeres en situación de riesgo de muerte inminente, causado por la violencia 
doméstica. Cada vez más se busca la prohibición de retorno del agresor a la 
casa y una medida de alejamiento como protección. Pero, a veces, eso no es 
suficiente y es necesario que la mujer abandone su hogar. Es un servicio confi-
dencial y temporal, donde las víctimas pueden estar acompañadas de sus hijos 
e hijas hasta que se den las condiciones para que puedan retomar sus vidas. El 
tiempo de permanencia puede ser de 90 a 180 días. Los datos de 2013 reco-
gen la existencia 77 casas abrigo. Este número es muy pequeño; además, de 
las 77 existentes, 23 están localizadas en la región Sudeste. Si bien esta región 
ofrece un poco más de atención a las mujeres en términos de casas asilo, las 
otras regiones de Brasil están aún bastante desprevenidas para atender posibles 
demandas de violencia doméstica (ibídem: 17).
Servicios especializados en el ámbito de la salud
Los servicios de salud especializados en atender situaciones de violencia 
contra la mujer deben contar con equipo multidisciplinar (psicólogo/a, asis-
tente social, enfermero/a y médico/a) con capacitación para atender las com-
plejidades de las situaciones de violencia doméstica o violencia sexual. Datos 
de 2013 indican la existencia de 92 servicios de este tipo, distribuidos en 37 
municipios (localidades). Nuevamente, estos números son pequeños para la 
dimensión de Brasil (ibídem: 18).
Violencia doméstica y familiar y seguridad pública
La persecución de la violencia contra la mujer es una de las principales dimen-
siones de la lucha contra esta problemática, porque, más allá de garantizar la 
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condena del agresor, la expectativa de que se haga justicia desempeña una función 
preventiva fundamental. Podría decirse, incluso, que esta es una de las principa-
les funciones de la LMP. Las Delegacias Especializadas de Atendimento à Mulher 
(DEAM) forman parte de la estructura de la Policía Civil y están encargadas de 
realizar acciones de prevención, investigación y caracterización del tipo penal 
practicado. Existen también los Núcleos de Atendimento à Mulher nas Delegacias 
Comuns (en los casos en los que aún no se han creado DEAM, se crearon núcleos 
que funcionan como DEAM dentro de las Delegacias comunes). Datos de 2013 
indican que la mayor concentración de DEAM se encuentra en la región Sudeste 
(217), seguida por la región Sur (95), la Nordeste (80), Centro-Oeste (67) y 
Norte (47); ello suma un total de 506 DEAM. Una de las críticas que recibe el 
funcionamiento de las DEAM se refiere al horario de atención de las mismas. 
En gran parte de las localidades donde existen DEAM, estas actúan en horario 
comercial (de 8h a 18h), de lunes a viernes. Como gran parte de las violencias 
contra la mujer ocurren en los fines de semana, el hecho de que este servicio no 
funcione a tiempo completo, muchas veces, acaba por violar los derechos de las 
víctimas que necesitan denunciar una posible agresión (CEVISS, 2012: 43). En 
estos casos, la atención a la víctima de violencia doméstica o familiar se realiza 
en una comisaría que no cuenta con la capacitación para atender la complejidad 
de esas situaciones, lo cual va en contra de lo pretendido por la LMP.
¿Es efectiva la LMP para eliminar la violencia 
de género en Brasil?
El Observatorio Nacional de Monitoreo de la Implementación de la LMP 
es la entidad encargada de producir, analizar y divulgar información sobre su 
aplicación en las comisarías, el Ministerio Público, la Defensoría Pública, el 
Poder Judicial, el Poder Ejecutivo y las redes de atención a las mujeres. El tra-
bajo del Observatorio es compartido con organizaciones de mujeres y centros 
académicos en las diferentes regiones del país (Alves Maciel y da Silva Brito 
Prata, 2011). Un estudio del Instituto de Pesquisa Econômica Aplicada (IPEA) 
intentó evaluar la efectividad de la LMP por medio del análisis de «si» y «cómo» 
la ley ha afectado el comportamiento de los agresores y las víctimas (Cerqueira 
et al., 2015: 32). La medición de estos resultados no es simple. Si, por un 
lado, se puede medir la efectividad de la ley por el aumento de las condenas 
por violencia doméstica o de la concesión de medidas protectoras, los cambios 
culturales y éticos que se generan por el empoderamiento de las mujeres y por 
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el cambio de percepción del lugar social de la mujer por parte del hombre son 
más difíciles de medir. No obstante, este estudio verificó que la ley ha afectado 
esos comportamientos por medio de tres canales: 1) aumento del costo de la 
pena para el agresor; 2) aumento del empoderamiento y de las condiciones de 
seguridad para que la víctima pudiese denunciar, y 3) perfeccionamiento de los 
mecanismos jurisdiccionales, lo que permite atender de forma más efectiva los 
casos de violencia doméstica. La conjunción de los dos últimos canales sugirió 
el aumento de la probabilidad de condena; y los tres canales sumados hicieron 
aumentar el costo esperado de la punición, con potenciales efectos para la 
disminución de la violencia doméstica.
Pese a que en Brasil no existen datos sobre la violencia no letal contra la mujer, 
este mismo estudio del IPEA construyó una metodología basada en los datos de 
homicidios y homicidios dentro de las casas, y concluyó que la introducción de 
la LMP generó efectos estadísticamente significativos en la disminución de los 
homicidios de mujeres asociados al género (Cerqueira et al., 2015). Sin embargo, 
si se analizan los datos referentes a los tres canales mencionados por unidades 
federativas, se obtienen resultados bastante distintos; ello indica que, cuanto 
más institucionalizados están los servicios de apoyo a la mujer (comisarías de 
la mujer, casas abrigo o condenas judiciales por violencia contra la mujer, entre 
otros), mayor es la conciencia de las personas de ese lugar de que la probabilidad 
de punición ha aumentado considerablemente. 
Algunos de los desafíos actuales de Brasil 
frente a la violencia doméstica contra las 
mujeres 
En la actualidad, se detectan nuevas formas de violencias contra la mujeres 
que exigen atención: 1) la violencia cibernética; 2) la violencia obstétrica, un 
concepto amplio que incluye todos los procedimientos, físicos o no, por los 
cuales las mujeres experimentan procesos de gestación, trabajo de parto, parto, 
posparto y aborto que no se rigen por los principios de la humanización y de 
la medicina basada en evidencias; 3) la ampliación del concepto de acoso, por 
ejemplo, en el transporte público; 4) las violaciones colectivas; 5) los femini-
cidios (véanse la Ley 13.104/2015 y Directrices), y 6) la violencia política, 
que se trata de ir en contra de los oponentes ideológicos que pueden poner 
en peligro la política actual.
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Otro desafío institucional importante hace referencia a la implementación 
de políticas destinadas a combatir las desigualdades de género desde otra 
institucionalidad. A partir de 2016, la SPM pasó a ser una secretaría adjunta 
y, con ello, se modificó su poder institucional. Además, es relevante destacar 
que, desde el procedimiento de impeachment de la presidenta Dilma Roussef, 
en 2016, se verifica una amenaza de retroceso en el campo de las políticas 
para las mujeres, no solo por el cambio institucional, sino también por los 
simbólicos discursos del actual presidente, Michel Temer, sobre el papel de la 
mujer, que reflejan una visión antigua, retrógrada y sumisa de la mujer en la 
sociedad, contraria al discurso de empoderamiento históricamente defendido 
por la SPM (Redação Pragmatismo, 2017). Además, en 2017, el presupuesto 
federal para atender a la mujer en situación de violencia, se redujo en un 61%, 
con relación al 2016. Este recorte significa que la cantidad destinada a la asis-
tencia pasó de 42,9 millones de rea-
les (13,4 millones de euros) a 16,7 
millones de reales (4,88 millones de 
euros); ello representa un retroceso 
significativo en la construcción de 
la política pública de atención a las 
víctimas de violencia en Brasil16.
Por último, otro desafío actual es 
garantizar la implementación de las políticas que contemplen las diversidades 
de las mujeres en Brasil y, con ello, pensar el enfrentamiento de la violencia 
contra las mujeres a partir de las interseccionalidades de género, etnia, clase 
social y generación.
Conclusiones
La LMP ha supuesto un marco paradigmático para la construcción de 
una nueva forma de pensar, promocionar, incluir y garantizar la igualdad de 
género. El proceso de institucionalización territorial de las políticas públicas 
16. En 2006 fueron asignados siete millones de dólares. Cada año se han asignado recursos a la 
Secretaría de Enfrentamiento de la Violencia contra las Mujeres (SEV), que forma parte de la 
Secretaría de Políticas para las Mujeres, destinados a iniciativas y programas de prevención de la 
violencia contra las mujeres. En 2013, el presupuesto aprobado para el «Programa mujer: vivir 
sin violencia» de la SEV fue de 138 millones de dólares para los años 2014 y 2015.
En la actualidad, se detectan nuevas for-
mas de violencias contra la mujeres: la 
violencia cibernética, la violencia obstétri-
ca, la ampliación del concepto de acoso, 
las violaciones colectivas, los feminicidios 
y la violencia política.
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creadas por la ley es la llave para pensar la efectividad de los instrumentos 
creados por ella, pero también para pensar la agenda de las políticas públicas 
relacionadas con la violencia doméstica, así como para organizar los procesos 
y prioridades de implementación de las mismas.
Por un lado, a partir de la LMP, se ha producido un aumento de las denuncias, lo 
que evidencia un importante cambio cultural en la sociedad brasileña. Se entiende 
que la disponibilidad de servicios judiciales especializados y la agilidad en el proceso 
de investigaciones, de las acciones penales y de las medidas protectoras impactarán 
en la reducción de homicidios y de las agresiones sufridas por las mujeres. Si bien 
alentadores, los datos son aún bastante heterogéneos en este enorme territorio brasi-
leño, por lo que se hacen necesarias una mirada propia para cada estado subnacional 
(estados y municipios) y acciones específicas que puedan crear los servicios y meca-
nismos legales que posibiliten la protección de las víctimas de violencia y la condena 
de los agresores a fin de generar la percepción de punición y de fin de la violencia. 
Por otro lado, es fundamental ampliar la dotación de recursos financieros y 
humanos en servicios especializados para lograr una atención con perspectiva 
de género, etnia y raza, y que se incorporen otras vivencias de las mujeres; pro-
mover acciones preventivas en las escuelas a través de la enseñanza de la igual-
dad de género; mejorar la producción de información nacional y garantizar la 
expansión de los servicios especializados en municipios del país; implementar 
más juzgados especializados en violencia doméstica; crear e implementar ser-
vicios de responsabilización para hombres autores de violencia conforme a lo 
previsto en la legislación, y sensibilizar a los medios de comunicación para la 
difusión del derecho de las mujeres a una vida sin violencia.
Por último, es urgente capacitar a los gestores y gestoras para la implemen-
tación de las redes de servicios especializados en la atención a las mujeres con 
perspectiva de género, especialmente respecto a la acogida de salud y la respuesta 
de la Justicia. Por tanto, el compromiso constante del poder público en todas las 
esferas de gobierno con la defensa de la LMP es central para avanzar en la cober-
tura integral de los derechos asegurados por dicha ley a las mujeres brasileñas. 
La reducción del presupuesto destinado a la ejecución de esta política pública 
creada en 2006, y que aún necesita de muchos esfuerzos para conseguir llegar a 
los resultados deseados de reducción de la violencia contra la mujer, puede indicar 
que la política de combate a la violencia doméstica está perdiendo prioridad en 
la agenda brasileña. Esperamos que no sea así. 
La violencia de género en Brasil: un balance de la Ley «Maria da Penha» (2006-2016)
120
Revista CIDOB d’Afers Internacionals, n.117, p. 101-122. Diciembre 2017
ISSN:1133-6595 – E-ISSN:2013-035X – www.cidob.org
Referencias bibliográficas
Almeida, Tania Mara Campos y Bandeira, Lourdes Maria. «Vinte anos da 
Convenção de Belém do Pará e a Lei Maria da Penha». Revista Estudos Feministas, 
vol. 23, n.º 2 (2015), p. 501-517.
Alves Maciel, Débora y da Silva Brito Prata, Paula. «Movilización por derechos y 
cambio legal: la Campaña de la Ley María da Penha». Revista Política, vol. 49, 
n.º 1 (2011), p. 139-170.
Antunes Martins, Ana Paula; Cerqueira, Daniel y Vieira Martins Matos, Mariana. 
«A institucionalização das políticas públicas de enfrentamento à violência contra 
as mulheres no Brasil (versão preliminar)». IPEA-Instituto de Pesquisa Econômica 
Aplicada, Nota Técnica n.º 13, 2015.
Benavente, María Cristina y Valdés, Alejandra. Políticas públicas para la igualdad 
de género. Un aporte a la autonomía de las mujeres. Santiago de Chile: CEPAL y 
Cooperación Española, 2014.
Briñón García, Mª Ángeles. Una visión de Género... es de justicia. Madrid: Ayuda 
en Acción, Entreculturas e InteRed, 2007 (en línea) [Consultada: 2.08.2016] 
https://www.entreculturas.org/sites/default/files/una_vision_de_genero.es_de_
justicia.pdf
Castillo Vargas, Elizabeth. Feminicidio: Mujeres que Mueren por Violencia 
Intrafamiliar en Colombia: Estudio de Casos en cinco Ciudades del País. Bogotá: 
Profamilia, 2008.
Cavalcanti, Stela Valéria. «La violencia doméstica contra la mujer después del adve-
nimiento de la Ley contra la violencia en Brasil, Ley “Maria da Penha”». Revista 
Derecho y Ciencias Sociales, n.º 3 (2010), p. 111-125.
Cerqueira, Daniel; Matos, Mariana; Antunes Martins, Ana Paula y Pinto Junior, 
Jony. «Avaliando a efetividade da Lei Maria da Penha». IPEA-Instituto de Pesquisa 
Econômica Aplicada, Texto para discussão n.º 2048. 2015.
CEVISS-Comissão Municipal de Enfrentamento à Violência Sexual Infanto-Juvenil. 
Fluxo de Atendimento à Violência Sexual contra Crianças e adolescentes em Santos. 
Santos: Prefeitura Municipal de Santos, 2012.
CNJ-Conselho Nacional de Justiça. O Poder Judiciário na Aplicação da Lei Maria da 
Penha. Brasília: CNJ, 2013 (en línea) http://www.cnj.jus.br/images/Maria%20
da%20Penha_vis2.pdf 
Connel, Raewyn y Pearse, Rebbeca. Gênero uma perspectiva Global. Compreendendo 
o gênero – da esfera pessoal à política – no Mundo contemporâneo. São Paulo: nVer-
sos, 2015.
Cunha, Barbara Madruga. «Violência contra a mulher, direito e patriarcado: pers-
pectivas de combate à violência de gênero». XVI Jornada de Iniciação Científica 
de Direito da UFPR (1-2 de octubre de 2014) (en línea) [Fecha de consulta: 
Verônica Maria Teresi
121
Revista CIDOB d’Afers Internacionals, n.117, p. 101-122. Diciembre 2017
ISSN:1133-6595 – E-ISSN:2013-035X – www.cidob.org
17.03.2017] http://www.direito.ufpr.br/portal/wp-content/uploads/2014/12/
Artigo-B%C3%A1rbara-Cunha-classificado-em-7%C2%BA-lugar.pdf
Dias, Maria Berenice. A Lei Maria da Penha na Justiça: a efetividade da Lei 
11.340/2006 de combate à violência domestica e familiar contra a mulher. São 
Paulo: Revista dos Tribunais, 2010.
IBGE-Instituto Brasileiro de Geografia e Estatística. «Estimativas da população resi-
dente no Brasil e Unidades da Federação com data de referência em 1º de julho 
de 2016». IBGE (septiembre de 2016) (en línea) [Fecha de consulta: 10.04.2017] 
http://biblioteca.ibge.gov.br/visualizacao/livros/liv97868.pdf
IPEA-Instituto de Pesquisa Econômica Aplicada. Retrato das desigualdades de gênero 
e raça [4ª ed.]. Brasília: IPEA, ONU-Mujeres, SPM, SEPPIR, 2011.
IPEA-Instituto de Pesquisa Econômica Aplicada. «Retrato das desigualdades de gêne-
ro e raça – 1995 a 2015». IPEA (s.f.) (en línea) [Fecha de consulta: 10.03.2017] 
http://www.ipea.gov.br/portal/images/stories/PDFs/170306_retrato_das_des-
igualdades_de_genero_raca.pdf
Matos, Myllena Calazans de. Cortes, Iáris. «O processo de criação, aprovação e 
implemetnação da Lei Maria da Penha». En: Hein de Campos, Carmen (coord.). 
Lei Maria da Penha comentada em uma perspectiva jurídico-feminista. Río de 
Janeiro: Lumen Juris, 2011, p. 39-63.
OEA-Organización de Estado Americanos. «Convención interamericana para pre-
venir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer “Convención de Belem 
do Pará”». OEA (9 de junio de 1994) (en línea) [Fecha de consulta: 10.03.2017] 
http://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/a-61.html
OEA-Organización de Estado Americanos. «Relatório 54/01». OEA (4 de abril 
de 2001) (en línea) [Fecha de consulta: 5.02.2017] https://www.cidh.oas.org/
annualrep/2000port/12051.htm
Piovesan, Flávia. «A proteção Internacional dos Direitos Humanos das Mulheres». 
Revista da EMERJ, vol.15, n.º 57 (2012), p. 70-89.
Poole, Linda. «Génesis de la Convención de Belém do Pará: educar y promover 
el rechazo a la violencia». Inmujeres-Instituto Nacional de Mujeres, México, 
Suplemento Todas (28 de octubre de 2013) (en línea) [Fecha de consulta: 
12.05.2017] http://www.gob.mx/inmujeres/documentos/stories/todas/todas-
milenio_especial.pdf
Presidência da República do Brasil. «Lei Maria da Penha». Lei n.º 11.340 (7 de 
agosto de 2006) (en línea) [Fecha de consulta: 5.03.2017] http://www.planalto.
gov.br/ccivil_03/_ato2004-2006/2006/lei/l11340.htm
Redação Pragmatismo. «Discurso de Temer no Dia da Mulher vira vergonha 
internacional». Pragmatismo Político (10 de marzo de 2017) (en línea) [Fecha 
de consulta: 13.05.2017] http://www.pragmatismopolitico.com.br/2017/03/
discurso-de-temer-no-dia-da-mulher-vira-piada-internacional.html
La violencia de género en Brasil: un balance de la Ley «Maria da Penha» (2006-2016)
122
Revista CIDOB d’Afers Internacionals, n.117, p. 101-122. Diciembre 2017
ISSN:1133-6595 – E-ISSN:2013-035X – www.cidob.org
Scott, Joan W. (1986). «Gender: A Useful Category of Historical Analysis». The 
American Historical Review, vol. 91, n.º 5 (1986), p. 1.053-1.075. 
Seadi, Jorge. «Juiz aplica Lei Maria da Penha para casal homossexual no 
RS». Carta Capital (27 de febrero de 2011) (en línea) [Fecha de consulta: 
10.01.2017] https://www.cartacapital.com.br/sociedade/juiz-aplica-lei-maria-
da-penha-para-casal-homossexual-no-rs
Secretaria de Políticas para as Mulheres. Lei Maria da Penha. Conheça a lei que 
protege as mulheres da violência doméstica e familiar. Brasília: SPM, 2012.
Secretaria de Políticas para as Mulheres. Plano Nacional de Políticas para as 
Mulheres (2013-2015). Brasília: SPM, 2013.
Secretaria de Políticas para as Mulheres. Balanço 2015 do Ligue 180. Brasília: 
SPM, 2016.
Segato, Rita Laura. «El derecho a nombrar el sufrimiento en el Derecho». 
En Polack, Dalila y Leandro Despouy (comp.). Voces y Silencios de la 
Discriminación. Buenos Aires: APDH, AECID y Relatoría Especial sobre 
independencia de jueces y abogados, 2010 (en línea) [Fecha de consulta: 
12.05.2017] http://www.feminicidio.net/sites/default/files/femigenocidio.pdf
Silva, Salete Maria da. «O legado jus-político do lobby do batom vinte anos 
depois: a participação das mulheres na elaboração da Constituição Federal». 
xxi Encontro Regional de Estudantes de Direito, 2008, Crato, Fundação 
Araripe (en línea) http://www.urca.br/ered2008/CDAnais/pdf/SD3_files/
Salete_Maria_SILVA_2.pdf
Waiselfisz, Julio Jacobo. Mapa da Violência 2015. Homicídio de Mulheres no Brasil. 
Brasilia: FLACSO Brasil, 2015 (en línea) [Fecha de consulta: 2.03.2017] 
http://www.mapadaviolencia.org.br/pdf2015/MapaViolencia_2015_mulhe-
res.pdf
